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El presente trabajo de investigación tuvo como objetivo general analizar la eficacia 
de las medidas de protección a la mujer en el marco de la Ley 30364, provincia de 
Huaraz – Ancash. 
El método empleado fue fenomenológico, de enfoque cualitativo. El tipo de 
estudio corresponde a una investigación básica o pura. El diseño es 
fenomenológico. La técnica fue la entrevista y el instrumento la guía de entrevista. 
Los participantes fueron un Juez de Familia, un fiscal del Ministerio Publico, dos 
abogados litigantes y dos efectivos policiales de la Policía Nacional del Perú. 
Los resultados de la entrevista permitieron concluir que: la efectividad de las 
medidas de protección depende de los esfuerzos conjuntos de los operadores de 
justicia y sanciones al agresor, ante el incumplimiento de las medidas de 
protección; desde el dictamen en mandato judicial por parte del Juez, teniendo en 
cuenta la individualización del caso y la razonabilidad de cada caso; los 
operadores de justicia encargados, no brindan una garantía eficiente por 
problemas de disposición de personal, dificultando el control y registro de los 
casos de violencia a la mujer. 




The present research work had the general objective of analyzing the 
effectiveness of measures to protect women within the framework of Law 30364, 
province of Huaraz - Ancash. 
The method used was phenomenological, with a qualitative approach. The type of 
study corresponds to a basic or pure investigation. The design is 
phenomenological. The technique was the interview and the instrument the 
interview guide. The participants were a Family Judge, a prosecutor from the 
Public Ministry, two trial lawyers and two police officers from the Peruvian National 
Police. 
The results of the interview allowed us to conclude that: the effectiveness of 
protection measures depends on the joint efforts of justice operators and sanctions 
against the aggressor, in the event of non-compliance with protection measures; 
from the opinion in a judicial mandate by the Judge, taking into account the 
individualization of the case and the reasonableness of each case; The operators 
of justice in charge do not provide an efficient guarantee due to staff disposition 
problems, making it difficult to control and register cases of violence against 
women. 
Keywords: Protection Measures, Violence against women, Operators of Justice. 
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I. INTRODUCCIÓN 
Este estudio está relacionado con la determinación de la efectividad de las 
medidas para la protección de las mujeres bajo la Ley N° 30364 de la 
Provincia de Huaraz. El propósito es investigar y analizar la efectividad de las 
medidas de protección atribuidas a mujeres víctimas de violencia de género, 
por ser uno de los problemas más comunes e indiscutibles en nuestro país. 
Como mujeres, es un problema que nos lleva a buscar soluciones que permita 
que las medidas de protección que se dictan, resulten verdaderamente 
efectivas y haciendo realidad el deseo de vida de todas las mujeres, de una 
vida libre de cualquier tipo de agresión. 
De los diversos problemas estructurales en la sociedad peruana; en resumen, 
la violencia contra el grupo femenino puede ser el problema más grave que 
sufre la sociedad, porque no es solo un problema para las mujeres, sino 
también para todo el entorno social. Los hábitos de discriminación y violencia 
contra dicho grupo poblacional, no se pueden cambiar, en este sentido, las 
mujeres están rodeadas de hombres y, en muchos casos, los hombres 
muestran un comportamiento violento o incluso despectivo, lo que provoca el 
origen de diversas representaciones de violencia. 
El autor Dobash R (2016), en Estados Unidos, indica que la violencia hacia la 
mujer se considera como un medio de ejercer control, para que así, se 
mantenga el poder masculino y la victima tenga baja posición femenina a nivel 
familiar como social. 
Las agresiones o violencia contra el grupo femenino es la actitud más inferior o 
primitiva de poder, es decir, estos comportamientos vienen a ser los resultados 
de aquellas relaciones que abarcaban la desigualdad entre el sexo masculino 
y el femenino, ello debido a un desorden social construido jerárquicamente por 
el grupo masculino, esto es que los varones antiguamente se posicionaban en 
una categoría de superioridad frente a la mujer. 
Se aprecia que en la realidad latinoamericana la situación se muestra bastante 
similar a la peruana, dado que se registran, niveles altos de violencia que 
repercute en las mujeres. 
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Según un informe publicado en Legal Medicine Weekly (2019), en Colombia, 
entre el periodo de enero a diciembre de 2018 y hasta febrero de 2019, son 
1080 casos de asesinato de mujeres; de todas las edades existentes, la edad 
más afectada de este tipo de violencia abarca los 20 a 24 años. Sin embargo, 
en Antioquia, el Valle y Bogotá, registraron un descenso de muertes, pese a 
que estas grandes ciudades en los últimos años registraban los más altos 
índices de feminicidio. 
De acuerdo con lo publicado en el sitio web de American Notice (América 
Noticias, 2016), en nuestro país, ocupamos el tercer lugar en América Latina, 
con el mayor número de violencia sexual, doméstica y de género. Del mismo 
modo, el informe de la Organización Mundial de la Salud (2016), Perú es el 
tercer país del mundo en violencia contra las mujeres, solo superado por 
Etiopía en África Oriental y Bangladesh en Asia del Sur. 
El Ministerio de la Mujer realizo un Informe Estadístico en el periodo de enero 
de 2019, el mismo que trajo como porcentajes: mujeres violentadas (86 %), el 
cual termino siendo mayor al registro del periodo 2018 el cual tuvo (85 %), por 
otro lado, respecto al grupo masculino se registró el (14%), el cual se redujo  
en comparación al periodo anterior que tuvo un (15%). Asimismo, desde enero 
del año 2009 hasta enero del año 2019, se reportaron 1206 casos de mujeres 
víctimas del delito de feminicidio y 1754 casos que quedaron en grado de 
tentativa, además, de todos los casos de feminicidio, una gran parte, es decir, 
el (57 %), tuvo como presuntos victimarios a personas que se encuentran 
detenidos, por otro lado, el (7 %) tuvo a prisioneros como agresores, mientras 
que el 29 % de los agresores se encuentran prófugos de la justicia y el 7 % se 
encuentran en otras situaciones desconocidas. 
Conforme al informe estadístico presentado por el Ministerio de la Mujer, de 
todo el Perú, nuestro departamento de Ancash tiene el 5% de casos atendidos 
por el CEM por violencia contra el grupo femenino, de otro lado, el 32 % de los 
casos atendidos vienen la capital del país (Lima), el 8 % vienen de la ciudad 
de Arequipa, el 8 % vienen de Cusco y el sobrante que es el 6 % vienen de 
Junín, los mismos que resultan ser los principales departamentos con más 
casos de víctimas contra el grupo femenino atendidos por el CEM. 
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En consecuencia, en el Perú, las agresiones que se causan a las mujeres 
resultan ser un grave problema, toda vez que conforme se ve en las 
estadísticas, en vez de disminuir, incrementa día a día. 
Según los datos estadísticos se puede evidenciar que las medidas de 
protección prescritas en la Ley N° 30364 no están siendo eficaces en los 
casos de violencia contra la mujer. 
La violencia viene a ser un germen que destruye la sociedad, es decir, como 
se puede observar que los actos que materializan la violencia vienen desde 
muchos tiempos atrás e igual, desde antes, se sigue afectando de manera 
grave a la sociedad. Hasta la fecha el índice de violencia contra el grupo 
femenino es muy alto y en algunos casos dicha violencia se expresa en 
comportamientos extremos. 
Este es el caso de Eyvi Lizet Agreda, difundido en diversos medios de 
comunicación del país y el mundo, quien fue atacada en la ciudad de Lima , en 
el periodo del mes Abril del 2018, la joven falleció luego de ser agredida por 
Carlos Huallpa, un excompañero de trabajo, dentro de un bus en el Distrito de 
Miraflores ; quien le roció gasolina y prendió fuego ocasionándole quemaduras 
en más del 60 % de su cuerpo que la condujeron a la muerte después de 
varios días de agonía. 
Según el reporte de Adjuntía de la Defensoría del Pueblo (2018), relacionado a 
la violencia contra el grupo femenino, perspectivas de la agraviada, obstáculos 
e índices cuantitativos, la región de Ancash ocupa el sétimo lugar dentro de las 
regiones del país, con cifras altas de feminicidios con un total de 1293 casos, 
de todos estos, el 642 casos resulta ser de violencia psicológica, el 570 casos 
vienen a ser de violencia física, el 72 casos de tratan de violencia sexual y tan 
solo 08 tratan de la violencia tipo económica – patrimonial. 
Mediante la Ley N. º 30364, el cual tiene como finalidad prevenir, sancionar y 
erradicar todo tipo de violencia que pueda recaer contra las mujeres e 
integrantes del grupo familiar, y su reglamento, regulan un determinado 
proceso especifico, vigente desde el 24 de noviembre de 2015; dando un paso 
muy importante para luchar, combatir y salvaguardar a las víctimas mujeres 
que sufren violencia de género en nuestro país. 
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La ley antes mencionada se produce durante el proceso de adaptación de las 
normas nacionales a los estándares internacionales, como la Convención 
Belén do Pará, que estableció varios mecanismos para proteger a las víctimas 
y defender sus derechos sin restricciones. 
De esta manera se intenta establecer procedimientos más céleres en la 
legislación, incluida una mayor protección contra la violencia hacia la mujer y 
los miembros de la familia. 
Al igual que en los diversos países, en la capital del Perú y en Huaraz; la 
violencia contra la mujer es desplegada por hombres, quienes, quizás por la 
cultura machista de nuestra sociedad que se adquiere en la interacción social 
y familiar, realizan este tipo de conductas por considerar que es algo normal. 
Sin embargo, desconocen que en realidad su comportamiento acarrea un 
problema social que tiene que ser solucionado con prontitud. 
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II. MARCO TEÓRICO 
En ese sentido, se investigó y revisó algunos estudios realizados con 
anterioridad a nivel internacional. Como primer antecedente contamos con la 
tesis sobre violencia femenina realizada por Luppi (2017) , en la ciudad de 
Tandil en Argentina, su estudio referido a la violencia del género femenino, 
teniendo como objetivo general determinar qué tipo de trabajo realiza el 
personal de la Comisaria de la Mujer y Familia de la ciudad de Azul con 
relación a las agraviadas víctimas de violencia, implementando el método 
cualitativo, trayendo como conclusión, que en la ciudad azul , no se encuentra 
lejos de este tipo de violencias, que la comisaria de la mujer y familia de la 
ciudad de azul, en los últimos años comenzó a tener un rol protagónico, ello 
porque dicha institución al recibir una denuncia ; a través de su personal 
profesional y policial, respondieron a las exigencias de las víctimas de 
agresión o violencia, haciendo defensas de derechos y permitiendo es fácil 
acceso a la justicia. Asimismo, el personal de la comisaria no se limita a 
brindar asesoría o al registro de denuncias, sino, realizan diversas actividades 
de prevención de la violencia dentro de la ciudad de Azul. 
Según Soto (2013),en la ciudad de Madrid en España, su tesis doctoral, 
referido a las garantías que debe de brindar el estado a las mujeres 
agraviadas a causa de la violencia, teniendo como objetivo general verificar la 
aplicabilidad y eficacia de la Ley Orgánica, el cual está referido a  la  
realización de una vida libre de agresiones físicas u otras como derecho que 
poseen las mujeres en Venezuela, a través de un método interpretativo y 
cualitativo; llegó a la conclusión: en la república de Venezuela, si existe 
preocupación por la violencia contra la mujer, ello porque se encontró a nivel 
académico, diversos trabajos científicos, libros, artículos, donde se desarrollan 
diversos estudios respecto a esta problemática. Asimismo, en la política 
venezolana, el estado, promulgo distintos mecanismos jurídicos para proteger 
los derechos fundamentales del grupo femenino y de la familia. 
Además, en una encuesta realizada a la población de Venezuela, respecto a 
una vida libre de violencia como derecho que regula la ley orgánica en 
Venezuela, se determinó que el 80 % de las mujeres y el 60 % de los 
hombres, no han leído la ley y que solo lo escucharon, de esto desprende que 
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es necesario realizar campañas que expandan la información y con ello lograr 
que se conozca la Ley. 
Además, según Valera (2015), en la ciudad de la Habana en Cuba, su 
investigación referida a la existencia de alguna violencia anterior que sufra la 
mujer víctima del delito de homicidio calificado en la ciudad de Pinar del Rio, 
2013-2014; a través de un estudio arduo de los fundamentos teóricos 
relacionados al tema, determino que en la Habana, la victimización del género 
femenino es un problema preocupante, y que, además viene siendo entendido 
como un fenómeno de alta necesidad a nivel socio político para resolver, que 
es necesario la implementación de nuevas modificaciones en la Ley para dar 
una mayor protección a las mujeres, ello porque según el momento histórico 
que vive el país, resulta ser admisible. 
Asimismo, en este largo estudio, se detectó diversas irregularidades, entre 
estas, se desconoce el método y la forma de enfrentar este tipo de violencias 
contra la mujer, sin embargo, resultan ser pasibles de perfeccionamiento. 
Del mismo modo se revisó antecedentes en el ámbito nacional, encontramos a 
Caballero (2018), en Tarapoto, en su trabajo de investigación presentado para 
optar el título de abogado, el cual estuvo referido a los niveles de eficacia que 
puedan traer las medidas de protección reguladas en la Ley N.º 30364 en 
mención a los casos de reincidencia de violencia contra el grupo femenino en 
el segundo juzgado de familia de la ciudad de Tarapoto, 2016, mediante un 
método no experimental; se llegó a la conclusión de que en los casos de 
reincidencia de agresiones o violencia en contra del grupo femenino, la forma 
de violencia que con más frecuencia se capta es la violencia física, el cual 
recae sobre la mujer que se encuentra dentro del entorno de pareja, es decir, 
es su misma pareja quien despliega las agresiones físicas en su contra, por 
otro lado, se determinó que el alcohol y las drogas es el factor principal para 
que exista reincidencia en este tipo de actos violentos, sin embargo, también  
el aspecto psicológico del agresor repercute en la reincidencia. 
Por otro lado Sánchez (2019), en Lima, en su investigación de Maestría, 
referido a la violencia contra las mujeres, teniendo como objetivo general 
explicar cuáles son las causas que determinados al hombre realicen violencia 
contra el grupo familiar, a su conviviente o cónyuge, en el distrito de Santa 
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Anita, 2014-2017, a través de un método descriptivo-explicativo ; concluyó que 
la violencia hacia el género femenino, en su mayoría, radica en que la misma 
mujer no elige bien a su pareja, ello porque desconoce su personalidad y 
comportamiento, que en otros casos, se llega a la violencia a través de 
discusiones simples, pero que sin embargo, en ocasiones, estas discusiones 
simples llegan a ser graves e inclusive ilícitas. Asimismo, otra de las causas, 
es la falta de afecto entre las parejas, ya sea por problemas económicos, 
sociales o por la simple desobediencia de los hijos. 
Del mismo modo, en el trabajo de Miranda (2019 en Lima, en su trabajo sobre 
la violencia contra la mujer en el entorno de pareja, teniendo como objetivo 
general determinar qué tipo de afectación psicológica recibe la mujer 
agraviada de violencia por su pareja, mediante de un método de caso único 
implementando una entrevista ; se llegó a determinar que, la mujer víctima de 
agresión, existe una afectación negativa a su salud mental y en su ambiente 
familiar, lo que trae como consecuencia, alteraciones en su conducta, en sus 
emociones, y desenvolvimiento cotidiano. Asimismo, se determinó que existe 
afectación a nivel psicológico en la victima (autoestima baja), ello a causa de 
violencia impartida por su expareja, debido a los diversos insultos, reproches e 
inclusive humillaciones. 
En ese sentido, para afianzar el presente proyecto, nos embarcamos en la 
investigación dentro del ámbito local; en el cual ubicamos la investigación 
Bernardo (2017) en Huaraz, en su trabajo de maestría, relacionado a la 
violencia contra el grupo femenino y su vínculo con el autoestima, en los 
pobladores de Hunja-2017, teniendo como objetivo general determinar la 
relación que pueda existir entre la violencia contra el grupo femenino y su  
nivel de autoestima, a través de un diseño descriptivo, correlacional y 
transeccional, implementando un cuestionario a 51 mujeres. 
Concluye, que la violencia que se efectúa en la mujer en relación a su 
autoestima, existe una dependencia significativa, el 49.1 % de las mujeres del 
centro poblado de Huanja, han sufrido violencia, el 52.7 % tienen autoestima 
baja. 
Asimismo, entre la relación de la violencia y el autoestima, el 34.5 % de los 
casos, sufrieron violencia física y poseen un autoestima baja; el 23.6 % de los 
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casos, sufrieron violencia psicológica y poseen un autoestima medio bajo; el 
12.8 % de casos, sufrieron violencia sexual y poseen un autoestima bajo y, el 
14.5 % de casos, sufrieron violencia económica y poseen un autoestima 
medio. 
Por otro lado, según Gonzales (2018), en su investigación realizada en la 
ciudad de Huaraz, referido a la vigencia de las medidas de protección en 
aquellos casos archivados en sede fiscal en los proceso que abarcan 
agresiones en contra del grupo femenino e integrantes del grupo familiar, 
implementando el método no experimental, llego a la conclusión de que las 
medidas de protección tienen que ser dictadas o impuestas cuando exista un 
riesgo o peligro inminente para la integridad física de la agraviada, ello, con la 
finalidad de evitar que el daño se produzca, asimismo, las medidas de 
protección que se dictan en favor de la agraviada vienen a ser mecanismos o 
instrumentos que cumplen una finalidad de prevención y defensa que el  
estado ha adoptado, para así lograr erradicar cualquier tipo de producción de 
violencia que puedan afectar la integrar física y psicológica. 
En la misma línea, el autor Fernández (2017), en su estudio realizado en la 
Provincia de Huaraz, direccionado a la eficacia de la ejecución de las medidas 
de protección dictadas en los proceso de violencia contra el grupo femenino en 
el Juzgado Mixto de la Provincia de Pomabamba en el año 2016, 
implementando el método inductivo, concluyó que en la Provincia de 
Pomabamba, las mujeres entre 20 y 45 años son quienes con más frecuencia 
sufren de violencia, todo esto corroborado mediante la estadística de los casos 
presentados ante el juzgado mixto; por otro lado, se evidencio que el juzgado 
mixto y la policía nacional no cumplen con coadyuvar en la ejecución de las 
medidas de protección, tal es así que, el primero, no cumple con realizar las 
notificaciones y el segundo no realiza los monitorios necesarios ni realiza 
visitas al domicilio de la agraviada. 
Violencia: Según la Organización Mundial de la Salud (2012), la violencia es 
una figura amplia y compleja porque no tiene una definición precisa porque es 
un problema de percepción, es decir, es aceptable e inaceptable para el 
comportamiento. Concepto. Puede constituir un daño, es decir, una forma que 
puede ser reconocida o influenciada por la cultura. 
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En este sentido, Ramírez. (2012) se refiere al hecho de que la investigación 
realizada por este motivo no aceptaba una definición generalmente aceptada, 
y algunas personas llegaron a un consenso al respecto, lo que demuestra que 
el uso de la fuerza para causar daño a las personas. 
Según Collado y Villanueva (2005), la violencia se ha convertido en una 
situación en la que las mujeres sufren graves violaciones de sus Derechos 
Humanos. Además, debido a la agresión, estas acciones se convierten en 
problemas de salud pública. El sufrimiento de las mujeres puede ser a corto o 
largo plazo, lo que tiene consecuencias devastadoras para su salud mental y 
degrada su calidad de vida. 
Violencia en Contra de la Mujer: según las declaraciones de la ONU en el año 
1993 y 1995 citados por Castillo (2019), la violencia contra la mujer viene a ser 
aquellos actos violentos que se dirigen al sexo femenino, los cuales traen 
como consecuencia daños o sufrimientos físicos, sexuales, psicológicos, así 
como, actos de amenaza, coacción y privación sin fundamento de la libertad 
personal, los mismo que pueden darse en el entorno público o privado de la 
víctima. 
Según Núñez y Castillo (2015), la violencia contra las mujeres se refiere a 
cualquier acto u omisión contra cada mujer a través del uso de violencia física 
o verbal, diseñada para tener consecuencias trágicas para la víctima, es decir 
habrá abuso físico y psicológico, lo que reducirá su calidad. Del mismo modo, 
esta violencia tiene consecuencias para las condiciones sociales y culturales 
que posee el género masculino, es decir, el sexo masculino comprende que 
debe tener un estatus más alto que el sexo femenino. 
Violencia Contra la Mujer como factor de riesgo de la conducta suicida: 
indudablemente al ser la violencia un problema que menoscaba a la mujer, 
esta última luego de sufrir diversas formas de violencia puede llegar tomar 
decisiones fatales, es decir, como señalan Asensi, Borrell y Díez (2019), el 
impacto que puede generar la violencia en la mujer puede acarrear trastornos 
de estrés postraumático, así como otros síntomas patológicos, los cuales 
pueden generar en la victima trastornos bipolares e inclusive llegar a realizar 
comportamientos suicidas. 
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Género: el autor Barrezueta (2015), define que el género son aquellas 
conductas y expectativas socialmente construida que se encuentran 
relacionados con el hombre y la mujer, siendo la diferencia sexual entre ellos, 
es de esa manera que el concepto de genero está referida a la construcción 
social y cultural que está organizado a partir de la diferencia sexual 
definiciones que abarcan la esfera individual con la esfera social. 
El autor Hoyle (2015), menciona que la prevención y la eliminación de la 
violencia conducen a tomar medidas que puedan reducir las desigualdades 
estructurales, uniendo las causas por razón de género, y no medidas globales 
que desfavorecen la diversidad de las mujeres. 
Por lo tanto, como Tristán (2005) señaló que, desde el advenimiento de la 
teoría feminista en la década de 1970, las personas han estado promoviendo 
la categoría de género en la investigación para formar diferencias sociales 
fuera de la biología, demostrar que estas categorías femeninas se obtienen de 
una figura cultural, ya sea individual o global, por lo que algunas personas 
señalan que el concepto de género y las diferencias de género es un tema 
cultural más que biológico, por lo que la nueva teoría que convinieron para 
consolidar la igualdad entre hombres y mujeres, se dice que el género es una 
categoría que ayudará a explicar las características dadas a las personas 
debido al género. 
Según Scott (2017), el género viene a ser un término gramatical que permite 
hablar de personas o criaturas del género femenino o masculino, en relación 
con la persona se refiere al sexo masculino o femenino. 
Modalidades o Formas de Violencia Contra la Mujer: la violencia que se ejerce 
en contra de la mujer puede ser manifestado de diversas formas, es decir, 
como refiere Huaroma (2019), se tiene a la violencia física, esto es, aquellos 
comportamientos que causan daños a la integridad física o corporal, asimismo, 
también se encuentra la violencia psicológica, esta forma de violencia también 
se expresa a través de comportamientos que se dirigen a controlar o a humillar 
a la víctima en contra de su voluntad ocasionando daños psíquicos, por otro 
lado, también existe violencia sexual, los cuales se manifiestan mediante 
conductas de naturaleza sexual, es decir agresiones sexuales que se dirigen a 
la agraviada sin su consentimiento, este tipo de violencia se puede dar a 
través de amenazas o coacción, por último, de las diversas formas de 
violencia, también existe la económica, el cual se manifiesta a través de 
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acciones que se dirigen a menoscabar los recursos económicos de la 
agraviada, esto es, perturbación de la posesión, sustracción de bienes, 
retención o perdida, etc. 
Para el autor Ruiz (2002), la violencia puede ser psíquica, es decir, el agresor 
ejerce un menosprecio a la mujer, a través de humillaciones y generando 
lesiones en la autoestima, además, esta última, pasa por situaciones 
vergonzosas generados por el agresor, de todo esto, se genera una grave 
lesión en las emociones de la víctima trayendo como consecuencia el suicidio. 
Por otro parte, según Núñez y Castillo (2015), de las diversas formas de 
violencia, la violencia física es aquella que se ejerce en contra de la agraviada, 
la misma que se encuentra en un estado vulnerable, asimismo, la agresión 
física es la forma de violencia más utilizada por el agresor y que suele ser 
ejecutada después de actos de amenaza o maltratos psicológicos. 
Por su parte Castillo (2019), señala que existe violencia económica, cuando el 
agresor expresa comportamientos dirigidos a agredir los bienes o el patrimonio 
de la víctima, es decir, se vale de su conducta para destruir o perturbar la 
posesión de un bien, destruir objetos e inclusive a secuestrarlos, este tipo de 
violencias en la mujer genera que está entre en un estado de necesidad. Corsi 
citado por Núñez y Castillo (2015), refiere que existe violencia sexual y que 
este está referido a aquellas situaciones donde se fuerza a una mujer a tener 
relaciones sexuales o eróticas, es decir, se omite todo tipo de consentimiento 
de la víctima, puesto que se impone la realización del acto carnal. 
Violencia de Género: No hay duda de que la sociedad actual siempre ha 
apreciado todas las formas de violencia, y como Huertas mencionó a Huaroma 
(2019), varios puntos de vista sociológicos conducen precisamente a la 
realización de la violencia. 
Es decir, el declive de la ideología de género. La violencia ha invadido los 
cuerpos de las mujeres y destruido sus vidas. Según los datos de la OMS 
citados por Huaroma (2019), la violencia de género se basa en una  
preferencia por los hombres sobre las mujeres. 
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Mirat y Armendáriz (2006) identificaron la violencia de género como: “el 
martirio sufrido por las mujeres debido a sus propias condiciones, ya sean 
físicas, sexuales o espirituales, causará ataques graves, que incluyen muerte, 
lesiones, intimidación, coerción, falta de libertad incluyendo el poder de 
determinar su privacidad y trato degradante, ya sea en sus actividades 
sociales diarias o privadas”. 
Por su parte el autor Castillo (2019), señala que la violencia de género viene 
de la palabra inglesa “Hender Violence”; además, esta expresión no acarrea la 
violencia hacia la mujer por razones domesticas ni biológicas, sino de género, 
de tal manera que el género viene a ser la razón principal por el cual se puede 
explicar el número alto de casos de violencia contra el grupo femenino. 
Violencia en relación de parejas: de todos los casos que existen de violencia 
en contra de la mujer, en su mayoría se dan dentro del ámbito de pareja. 
Según Rodríguez y Biezma citados por Miranda (2019), la violencia en contra 
de la mujer que se dan en el contexto de pareja viene a ser un problema 
universal, toda vez que, según las últimas investigaciones, las agresiones se 
dan sin diferencia de edades ni mucho menos distingue el sexo. 
Según el autor Dutton (2016), menciona que existe un vínculo entre la 
enfermedad mental y la violencia, considerando que no tiene aceptación por 
parte de la sociedad académica. Los intentos psicológicos para formar un 
vínculo causal entre el trastorno de violencia mental y de género, que dan 
origen al abuso es un tipo de trastorno de la personalidad o enfermedad 
mental del atacante. 
Por otro lado, según Miranda (2019), existe violencia psicológica en el 
ambiente de pareja, esto que el agresor realiza conductas hostiles, así como 
actos ofensivos los cuales atacan la dignidad de la pareja, disminuyendo de 
manera profunda su autoestima y haciendo que la misma victima sea 
dependiente de su agresor, pese a todas las agresiones. 
La regulación nacional ha establecido un grupo de derechos de las mujeres y 
el grupo familiar. Según la Ley N ° 30364 citada por Castillo (2017), esto 
significa que las mujeres y los miembros del grupo familiar, tienen derecho a 
tener una vida digna. Del mismo modo Hawei (2017), señala que los 
integrantes del grupo familiar y la misma mujer tienen el derecho a realizar una 
13  
vida digna y fuera de violencia, asimismo, de vivir dignamente, con integridad 
psíquica, física, con respeto de su honor, buena reputación, a poder tener una 
familia y no ser desvinculada de ella, a la seguridad del niño. 
Las Medidas de Protección: Las medidas de protección son medidas tomadas 
por las autoridades competentes para mantener la seguridad personal de las 
víctimas, es decir, como dijo Martínez en Castillo (2017), las medidas de 
protección son acciones legales. El propósito es proteger a las personas que 
se encuentran en peligro, personal, psicológico o amenaza. 
Según refiere Mendoza C., A (2017). En primer lugar las medidas de 
protección son aquellas medidas que la autoridad competente la implementa 
con la finalidad de salvaguardar la integridad física de la agraviada, es decir, 
como refiere Martínez citado por Castillo (2017), una medida de protección es 
realizar una actuación judicial que tiene como finalidad proteger o cautelar a 
una persona que se encuentra expuesta al peligro, a las agresiones físicas, 
psicológicos o amenazas, no obstante, de la protección de la víctima, también 
se protege a su familia, este último, según lo que la Ley mencione. 
Según por Mendoza C., A (2017). Las medidas de protección en violencia 
familiar, violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar, tiene por 
finalidad la defensa de la integridad personal de la presunta víctima. Están 
dirigidas a proteger la pretensión misma, esto es, el cese inmediato del daño 
por violencia o el cese del riesgo de daño por violencia. 
El maestro San Martin (2003), refiere que las diferentes medidas existentes 
cumplen una finalidad común, esto es de retirar o alejar al agresor, evitar 
cualquier tipo de perturbación, y evitar cualquier tipo de atentado en contra de 
la agraviada. 
En nuestra legislación comparada, conforme a la Revista estadounidense de 
salud pública (2014), las mujeres maltratadas utilizan una variedad de  
métodos para buscar asistencia para detener la violencia que se les inflige, 
incluidas las órdenes judiciales de protección. Las órdenes de  protección, 
tanto temporales como permanentes, representan documentación pública de 
que se ha producido un abuso, y si se viola la orden, el agresor está sujeto a 
enjuiciamiento. 
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Principios de las Medidas de Protección: Según Castillo (2017), las medidas 
de protección poseen diversos principios el cual legitiman su imposición, en 
primer lugar, el principio de rebus sic stantibus, significa que la medida puede 
variar en el tiempo, toda vez que en un principio, si la medida fue impuesta por 
determinadas circunstancias, cuando se haya acreditado que dichas 
circunstancias han variado, la medida puede dejar de ser útil y por tanto se 
debe dejar sin efecto; el principio de instrumental, significa que la medida de 
protección tiene carácter accesorio y solamente puede ser impuesto cuando 
exista un proceso principal en curso; el principio de temporalidad, significa que 
la medida solo puede ser impuesta por un determinado tiempo, es decir, se 
tiene que fijar la duración de la medida, finalmente el principio de 
proporcionalidad viene a ser aquel principio que protege al individuo de las 
intervenciones estatales. 
Presupuestos o Requisitos de la imposición de las Medidas de Protección: 
según Ortiz citado por Castillo (2017), los requisitos indispensables para que la 
imposición de la medida de protección es: el fomus boni iuis o verosimilitud en 
la denuncia, peligro en la demora y la caución o contracautela. 
Las medidas de protección se establecen en virtud de la Ley Nº 30364: tiene 
como objetivo combatir, eliminar y sancionar los actos que perjudican la 
seguridad personal de las mujeres y los grupos familiares, esta Ley dio 
facultad a diversos juzgados para que puedan imponer medidas de protección, 
tal es así que, el juzgado de familia, el juzgado penal, el juzgado de paz 
letrado y el juez de paz, son competentes para emitir las diversas medias que 
engloba la Ley N.º 30364, esto es, la medida de retiro del agresor del 
domicilio, impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier 
forma, prohibición de comunicación con la víctima, prohibición de tenencia y 
porte de armas para el agresor, inventario sobre sus bienes y cualquier otra 
medida necesaria para la protección de la integridad personal y de la vida de  
la víctima y sus familiares. 
El Retiro del Agresor del Domicilio: según el RAE citado por Castillo (2017), 
retirar tiene como significado, apartar a alguien de algún lugar, de alguna casa 
o de algún sitio. Por lo tanto, la remoción del agresor de la familia es un acto 
destinado a sacar a la víctima de la familia o residencia para protegerla de 
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cualquier tipo de abuso, es decir, la medida está diseñada para detener a 
todas las víctimas que están por enfrentar todo tipo de peligro. Según Díaz, 
citado por Castillo (2017), el agresor puede evacuar voluntariamente o por la 
fuerza por la autoridad competente. 
Impedimento de Acercamiento o Proximidad a la Victima en cualquier Forma: 
esta medida de protección surge por la necesidad de eliminar el maltrato, es 
decir, como señala Castillo (2017), esta medida lo realiza la Fiscalía con apoyo 
de la PNP, con la finalidad de proteger a la agraviada, realizando la prohibición 
al agresor de acercarse al domicilio de la agredida, a su centro de trabajo o a 
su centro de estudios, o cualquier otro lugar que este en dominio de la víctima. 
Prohibición de la comunicación con la víctima: el artículo 22 de la Ley N ° 
30364 estipula que el agresor tiene prohibido comunicarse con la víctima. El 
propósito de esta medida es evitar las amenazas, humillaciones, 
hostigamientos y acoso, por lo tanto, se prohíbe todo tipo de comunicación por 
chats, redes sociales, intranet, emails, Facebook, Twitter, o todas las formas 
de comunicación. 
Prohibición del Derecho de Tenencia y Porte de Armas por Parte del Agresor: 
según Castillo (2017), esta medida sirva para evitar y prevenir cualquier tipo  
de violencia que se pueda ejercer con este tipo de armas, es decir, la 
peligrosidad que genera portar este tipo de objetos, puede generar que el 
agresor cause la muerte a la víctima o le genere lesiones graves, toda vez que 
conforme se puede evidenciar en la sociedad actual, en la mayoría de los 
casos las lesiones graves o muertes existentes de mujeres, se realizaron con 
armas de fuego 
Cualquier otra Medida Requerida para la Protección de la Integridad personal 
de la víctima y su Familia: cuando la situación amerite una protección a la 
agraviada, y se determine que no es posible implementar las medidas 
mencionadas de manera taxativa en la Ley N.º 30364, el juez podrá imponer 
otra medida, es decir, como refiere Castillo (2017), el juez de familia o mixto 
puede ordenar al agresor que evite la visita a la víctima de manera temporal, 
esto es limitar su acercamiento por un corto periodo, con la finalidad de 
proteger o salvaguardar la integridad psicológica y moral de la víctima. 
16  
En este punto, se planteó la cuestión a investigar en este proyecto: ¿Cuál es la 
eficacia de las medidas de protección dictadas a favor de la mujer, en el marco 
la Ley Nº 30364, Provincia de Huaraz - Ancash? 
En teoría, este trabajo de investigación es razonable, porque la violencia 
contra las mujeres es un tema de la situación actual. Propone conceptos y 
fundamentos relacionados con este tema, y hace que las personas sepan qué 
formas de violencia existen en la Ley N° 30364, contribuyendo a la sociedad 
para que puedan manejar mejor el tema. 
Desde un punto de vista práctico, este estudio es una recomendación 
completamente viable porque resuelve el problema actual, por lo que tiende a 
determinar la efectividad de las medidas de protección que son beneficiosas 
para las mujeres, por lo que cuando el público note cualquier forma de 
violencia, solicite a la autoridad competente que tome las medidas anteriores 
de acuerdo con la Ley N ° 30364. 
A nivel metodológico, el presente trabajo de investigación posee su 
justificación, porque aborda un tema que no es ajeno a todas las sociedades, 
por ende, este trabajo, servirá como precedente, para que los futuros trabajos 
de investigación tengan un suporte teórico y problemático. 
A nivel jurídico, el proyecto de investigación asume su justificación, puesto que 
las autoridades judiciales deben desplegar toda actividad en aras de garantizar 
los derechos y la dignidad de las mujeres, asimismo evitar la revictimización  
de la mujer con el otorgamiento de medidas de protección en el marco de la 
Ley N°30364. 
Por otro lado, también se propone el objetivo general de este proyecto de 
investigación es: Analizar la Eficacia de las Medidas de Protección a la Mujer 
en el Marco de la Ley 30364, Provincia de Huaraz – Ancash. 
Los siguientes son los objetivos específicos: a) Analizar el cumplimiento de las 
medidas de protección frente a la violencia contra la mujer en la Ciudad de 
Huaraz, Ancash ; b) Analizar la actuación de los Operadores de Justicia para 
ejecutar las medidas de protección frente a la violencia contra la mujer en la 
Ciudad de Huaraz, Ancash ; c)Analizar el proceso de asistencia jurídica 
proporcionada por el Estado, para ejecutar las medidas de protección frente a 
la violencia contra la mujer en la Ciudad de Huaraz, Ancash. 
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III. METODOLOGÍA 
3.1. Tipo y diseño de investigación: 
Este proyecto de investigación tiene un método cualitativo, según lo citado por 
los siguientes autores: Hernández, Fernández, Baptista (2014). En este tipo de 
investigación, se pueden plantear preguntas y suposiciones antes, durante o 
después de la selección y estudio de datos. Carlessi, Reyes y Mejía (2018) 
citan los puntos de vista de Hernández y Fernández. La investigación 
cualitativa se refleja gradualmente en varios diseños etnográficos, investigación 
de acción, narrativas y teorías muy arraigadas. 
El tipo de tesis pertenece a la teoría básica o teoría pura. Según Valderrama 
(2015), señala que los tipos de investigación correspondientes a teorías 
básicas o teorías puras se basan principalmente en datos empíricos inductivos 
para lograr el diseño de teorías científicas. Esto requiere que los investigadores 
comparen sus hallazgos con otras teorías. De manera similar, Vera y Oliveros 
(2008) señalaron que la investigación básica aún está muy lejos de crear 
resultados y su propósito es promover la comprensión de temas específicos 
para ayudar a los grupos socioeconómicos a corto plazo. 
El diseño seleccionado en este estudio pertenece al diseño fenomenológico. 
Esto se debe a que el propósito de la entrevista es analizar la efectividad de las 
medidas de protección para las mujeres en el marco de la Ley N ° 30364. 
3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 
apriorística. 
Categoría: 
Medidas de Protección en el marco de la Ley N° 30364. 
Sub categorías: 
Medidas de protección 
Retiro del victimario del lugar de la familia y/o domicilio 
Restricción obligatoria de acercamiento 
Restricción comunicativa con la victima 
Limitación máxima al agresor el derecho de tenencia y portar armas 
Inventario de Bienes 
Asignación económica 
Prohibición de enajenar o disponer bienes ya se muebles o inmuebles 
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Prohibición al denunciado de retirar a personas de la familia con 
vulnerabilidad 
Tratamiento terapéutico para el agresor 
Tratamiento psicológico para la victima 
Albergue a la victima 
Toda medida de protección por la integridad y por la vida de la víctima. 
Actuación de los operadores Jurídicos 
Asistencia Jurídica 
3.3. Escenario de estudio 
Behar (2008) señaló que la población es esencialmente un subgrupo. Se 
puede decir que este es un subconjunto de los elementos que pertenecen al 
conjunto definido en sus requisitos, que llamamos el total. Es conveniente 
extraer una muestra representativa del universo de la población. 
De manera similar, el autor Jiménez (1998) señaló que la población se 
convierte en el objeto o persona en el que caerá el resultado, por otro lado, la 
muestra se convierte en parte de la población total, lo que se observará en la 
población inmediata. 
Como señalaron Balcázar, Gonzáles, López, Gurrola y Moysén (2013), el 
ambiente de investigación es crucial para la investigación cualitativa, por lo 
tanto, debe haber una buena relación entre el objeto de investigación y el 
investigador. Señaló que esta no es una tarea fácil, por el contrario, demanda 
mucha labor y paciencia; en esta investigación, el escenario de estudio está 
compuesto por el Juzgado de Familia, Ministerio de Público de Huaraz, la 
Comisaria de Huaraz y Estudios Jurídicos de Huaraz. Siendo espacios 
específicos para recopilar información sobre la categoría estudiada. 
3.4. Participantes 
Según Monje (2011), la muestra es un pequeño grupo de personas u objetos 
extraídos de la población total encuestada, es decir, un grupo determinado de 
personas que cumplen con descripciones específicas. 
Los sujetos de investigación o participantes están referidos a los diferentes 
colaboradores, los operadores de justicia involucrados en los casos de 
violencia contra la mujer, en esta investigación, nosotros como participante 
tenemos a 01 Juez de Familia, 01 Fiscal de Familia del Ministerio Público, 02 
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efectivos policiales de la Comisaria de Huaraz y 02 abogados litigantes de 
Estudios Jurídicos de Huaraz; a través de entrevistas realizadas a 
profundidad. 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos: 
El proyecto de investigación se realizó utilizando las siguientes técnicas de 
recopilación de datos: Entrevistas en profundidad con los operadores de 
justicia (Juez de Familia, Fiscal del Ministerio Público, Policía Nacional del 
Perú y Abogados litigantes). 
Según Gómez (2012) refiere en cuanto a la entrevista, “Al igual que las 
observaciones, es muy común en la investigación, porque en los estudios de 
campo, muchos datos obtenidos, se obtienen a través de entrevistas. Se 
puede decir que las entrevistas son entre investigadores y sus sujetos 
relaciones directas establecidas a través de individuos o grupos para obtener 
testimonio oral”. 
3.6. Procedimiento 
La investigación científica es un proceso muy completo y detallado, la mejor 
manera de encontrar respuestas a las preguntas es aclarar el procedimiento 
que usaremos para responder. Según Ñaupas y Valdivia (2016), esta etapa 
determina cómo analizar los datos y las herramientas de análisis es adecuado 
para este propósito. Sobre esta base, se determina la siguiente matriz de 
clasificación, que se encuentra en él. 
3.7. Rigor científico 
La investigación cumple con los requerimientos del rigor científico de trabajos 
cualitativos en tanto satisface en su validez y confiabilidad de los siguientes 
criterios: 
 Consistencia lógica, cuyo objetivo es analizar y comparar las categorías y 
subcategorías del objeto de investigación de acuerdo con la distribución 
ordenada consistente con el propósito de la investigación. 
  La credibilidad es una característica de certeza en el contexto de que su 
pregunta es un problema legal. 
 La confirmación se puede revisar y analizar a partir de diversas fuentes de 
información y nuestras muestras, para desarrollar la categoría de la  
manera correcta. 
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 La aplicabilidad de la característica de rigurosidad se desarrolló de acuerdo 
con las pautas de la subcategoría y se comparó de acuerdo con el objeto 
de investigación. 
3.8. Método de análisis de datos 
Según Okidiario (2018), señalaron que el procedimiento seguido para analizar 
los datos después de obtener la información y guardarla en el archivo, el autor 
del trabajo de investigación continuará realizando el análisis correspondiente, 
también mencionó que hoy, todos los análisis ya no se realizan manualmente, 
sino a través de una computadora. 
En este estudio, se consideró métodos explicativos y analíticos en las 
herramientas para recopilar información a través de directrices o documentos 
explicativos y entrevistas. Después de seleccionar la información mediante el 
uso de instrumentos de recopilación de información, los investigadores la 
compararon con los objetivos establecidos. Para analizar los datos obtenidos, 
comenzamos con el análisis de tipo inductivo y los métodos de interpretación 
de datos, llevamos a cabo cada entrevista y análisis de datos por separado, y 
luego agrupamos datos similares y diferentes para analizar todo el escenario 
pendiente. 
3.9. Aspectos Éticos 
En los aspectos éticos de la investigación, se consideraron la originalidad, 
porque la investigación respeta los derechos de autor y cita toda la información 
colocada a través del estándar APA, además de evaluar la similitud a través 
del programa TURNITIN. 
Cumpliendo con el requisito ético exigido del consentimiento informado, Ortiz y 
Burdiles (2010) mencionaron que en la actualidad, el  consentimiento 
informado es el derecho del paciente porque se reconoce su libre albedrío y 
decisión. Sampiere (2014). En cuanto a la entrevista, se realizó bajo la 
autorización de cada entrevistado, explicándoles el propósito de la entrevista, 
el propósito de la investigación y los problemas descubiertos para evitar 
afectar los derechos de auto, desarrollándose según la normativa vigente 
consideradas en el Reglamento de Grados y Títulos de la Universidad César 
Vallejo. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1. Resultados 
Para desarrollar los objetivos establecidos y obtener respuestas, la presente 
investigación se utilizó la entrevista en los operadores de justicia conformado 
por un fiscal del Ministerio Publico, Jueza del Juzgado de Familia, Efectivos 
Policiales y Abogados Litigantes de la ciudad de Huaraz, como técnica de 
recopilación de datos para estudiar la efectividad de las medidas de protección 
para las mujeres en el marco de la Ley 30364. 
Con respecto al objetivo general donde se establece el análisis de la eficacia 
de las medidas de protección en la Ley 30364, los entrevistados afirman en 
base a su experiencia laboral dentro del campo sujeto de estudio, que no son 
eficaces las medidas de protección impuestas a las mujeres víctimas de 
violencia prescritas en la Ley 30364. En el caso de los jueces opinan que hace 
falta que las medidas de protección sean más individualizadas para el caso 
particular y que sean dictadas con razonabilidad. En el caso de la PNP las 
carencias son más evidentes por el número de personal, la falta de un registro 
de víctimas, el propio número de medidas de protección que se dictan con lo 
cual no se puede garantizar la seguridad de las víctimas ni el cumplimiento de 
las medidas de protección. 
Con respecto al primer objetivo específico, que plantea la pregunta sobre el 
cumplimiento de las medidas de protección frente a la violencia contra la mujer 
en la ciudad de Huaraz, señalan que los operadores jurídicos en términos 
generales pretenden garantizar el cumplimiento de las medidas de protección, 
sin embargo es un trabajo conjunto entre Jueces, Fiscales, PNP y otras 
entidades en cuando ello corresponda. Los efectivos policiales son quienes 
realizan y garantizan el cumplimiento, ya que posterior a la emisión del 
mandato judicial por parte del Juez de Familia, son quienes realizan continuas 
visitas a la víctima para salvaguardarla de su atacante y evitar la reincidencia 
de la violencia contra la mujer; la falta de personal policial a disposición de 
estos casos muchas veces dificulta el correcto cumplimiento de actuar 
rápidamente en casos de reincidencias de actos de violencia. 
Como establece la Ley 30364, son mandatos judiciales que se deben emitir en 
forma inmediata para prevenir, neutralizar o minimizar los efectos dañinos 
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provenientes de  actos u omisiones que constituyen violencia contra las 
mujeres o los integrantes del grupo familiar , los que deben ser dictados 
teniendo  en   cuenta   las circunstancias  particulares de cada caso, para 
garantizar la integridad física, psicológica, psíquica y económica de la víctima, 
y que esta pueda desenvolverse con seguridad en sus actividades cotidianas. 
En cuanto al segundo objetivo, respecto a la actuación de los operadores de 
justicia para ejecutar las medidas de protección en la Ciudad de Huaraz, 
señalan que intervienen en el proceso cuando se ha generado un acto de 
violencia, si bien es cierto, indirectamente la represión de dichos actos puede 
constituir una medida disuasoria. Con la promulgación de la Ley 30364, se ha 
establecido una serie de procedimientos para la atención inmediata para las 
mujeres víctimas de violencia, percibiendo que hay una preocupación 
prioritaria del Estado, que mediante los operadores de justicia se garantiza el 
cumplimiento de las medidas de protección. 
En el mismo objetivo se sugiere que el rol principal del Estado debe centrarse 
en la prevención, para lo cual hace falta que se superen brechas de género, se 
ponga fin a la crianza patriarcal, que aún conservan muchas familias y la 
superación de toda forma de discriminación. 
Finalmente, concerniente al tercer objetivo específico sobre el proceso de 
asistencia jurídica proporcionada por el Estado, señalan que según las 
brechas de género identificadas por el INEI, ha habido avances al respecto, el 
Estado ha incrementado el número de Centros de Emergencia Mujer, quienes 
brindan asesoría legal a las víctimas de violencia, y existe defensa pública 
gratuita; sin embargo, aún falta incrementar el servicio, sobre todo en las 
zonas rurales y alto andinas. 
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4.2. Discusión 
Con respecto al resultado de la presente investigación realizada en base al 
objetivo general, antecedentes, fundamentación teórica y la opinión del 
investigador sobre el análisis de la eficacia de las medidas de protección a la 
mujer en el marco de la Ley 30364, la mayoría de entrevistados afirman que 
las medidas de protección constituyen instrumentos inmediatos que el Juez de 
Familia dicta a través de mandato judicial a consecuencia de la pre existencia 
de denuncias por hechos o actos de violencia de género en el ámbito privado 
dentro de los integrantes del grupo familiar y público; condicionando su nivel 
de eficacia en el trabajo conjunto con los operadores jurídicos para así poder 
garantizar que la víctima pueda desenvolverse de manera segura en sus 
actividades cotidianas. 
Asimismo, los jueces de familia dictan medidas de protección drásticas para 
que el agresor deje o cese la violencia, por eso deben apercibirlos bajo multa, 
sanción de detención y desobediencia a la autoridad; para el cumplimiento de 
las medidas de protección y su eficacia es necesario que se tengan sanciones 
ejemplares a través del inicio de un proceso penal. 
Esta ley de manera especial, va dirigida a la protección de la mujer, los 
operadores de justicia deben estar convencidos de lo que realizan dentro de 
sus funciones y sensibilizados con el tema de violencia, las mujeres que son 
víctimas, son personas que van a descargar emociones y lo primero que 
quieren es ser escuchadas, por ello es necesario en atención de los casos, 
escuchar a la víctima desde que inicio el problema de violencia, los  
operadores de justicia deben ser muy pacientes en este proceso para poder 
guiar u orientar de manera adecuada; con este resultado menciono Luppi 
(2017), quien afirma que en los últimos años la comisaria de la mujer y familia 
de la ciudad de Tandil en Argentina, comenzó a tener un rol protagónico, ello 
porque dicha institución al recibir una denuncia, a través de su personal 
profesional y policial, respondieron a las exigencias de las víctimas de 
agresión o violencia, haciendo la defensa de derechos y permitiendo el fácil 
acceso a la justicia. Asimismo el personal de la comisaria no se limita a brindar 
asesoría o al registro de denuncias, sino, realizan diversas actividades de 
prevención de la violencia. 
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Sobre el párrafo anterior, en la que la investigación nos nutre sobre la 
actuación de la comisaria como operador de justicia dentro de la ciudad de 
Tandil en Argentina en los casos violencia, sin limitación alguna más allá de 
sus funciones se encargan en realizar el rol de prevención de los actos de 
violencia en la ciudad. 
Sobre este punto se realizó la investigación referente a las garantías que debe 
brindar el estado a las mujeres víctimas de violencia a nivel internacional, de 
los cuales resalto la tesis de Soto (2012) que verifica la aplicabilidad y eficacia 
de la Ley Orgánica, refiere a la realización de una vida libre de agresiones 
físicas como derecho que poseen las mujeres con la promulgación de distintos 
mecanismos jurídicos para proteger los derechos fundamentales del grupo 
femenino, determinando además el desconocimiento del 80 % de las mujeres 
de los mecanismo de protección por parte del estado, de esto depende la 
necesidad de realizar campañas que expandan la información y con ello lograr 
que la mayor población de mujeres conozcan que gozan de protección en  
caso de violencia y puedan denunciar. 
También, según Valera (2015), afirma en su investigación que es necesario la 
implementación de nuevas modificaciones dentro de la regulación de la ley 
que protege a las mujeres víctimas de violencia para poder lograr una mayor 
protección; durante el desarrollo de su investigación detectó diversas 
irregularidades, en cuanto a los métodos aplicados y la forma del trato a las 
víctimas, sin embargo menciona el autor que pueden ser pasibles de 
perfeccionamiento. 
Con respecto al primer objetivo específico, donde se pregunta sobre el análisis 
del cumplimiento de las medidas de protección frente a la violencia de la 
mujer, están establecidas en el marco legal de la Ley 30364, la PNP garantiza 
el cumplimiento de las medidas de protección, a través de un mapa de la 
jurisdicción que deben monitorear las viviendas de las mujeres víctimas para 
salvaguardarlas; en tal sentido, Gonzales (2018), en su investigación referente 
a la vigencia de las medidas de protección en aquellos casos archivados en 
sede fiscal en los procesos que abarcan agresiones en contra el grupo 
femenino e integrantes del grupo familiar, llego a la conclusión sobre la 
imposición de las medidas de protección tienen que ser dictadas o impuestas 
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cuando exista un riesgo o peligro inminente para la integridad física de la 
agraviada, con la finalidad de evitar que el daño se produzca, asimismo, las 
medidas de protección vienen a ser mecanismos o instrumentos que cumplan 
una finalidad de prevención y defensa que el Estado ha adoptado, para así 
lograr erradicar este problema social que es la violencia de género. 
Asimismo, Fernández (2017), evidencio en su investigación realizada, que la 
PNP no cumple con coadyuvar en la ejecución de las medidas de protección, 
tal es así que, no cumple con realizar las notificaciones y no realizan los 
monitoreo necesarios para la protección de la mujer víctima de violencia. 
Es transcendental realizar un eficaz desempeño de las medidas de protección, 
pues los hechos de violencia son considerados como factor de riesgo de la 
conducta suicida; como señalan Ascensi, Borrel y Diez (2019), el impacto que 
puede generar la violencia en la mujer puede acarrear trastornos de estrés 
postraumáticos, así como síntomas patológicos, los cuales pueden generar en 
la victima trastornos bipolares e inclusive llegar a realizar comportamientos 
suicidas. 
En cuanto al segundo objetivo, respecto a la actuación de los operadores de 
justicia para ejecutar las medidas de protección en la Ciudad de Huaraz, 
señalan que intervienen en el proceso cuando se ha generado un acto de 
violencia; intervienen dentro de sus funciones Jueces, Fiscales, Efectivos 
Policiales y Abogados Litigantes que ejercen la defensa de la víctima. Los 
entrevistados mencionan que los operadores jurídicos buscan prevenir que 
sucedan nuevos hechos de violencia, sin vulnerar derechos de ambas partes 
sea agraviada o agresor, evitando que cometan delitos mayores, al grupo 
familiar, buscando reconstruir la familia en cuanto a violencia hacia la mujer en 
el ámbito privado del entorno familiar a través de la asistencia psicología 
gratuita al agresor y agraviada ante la imposibilidad económica de ambas 
partes, siendo un proceso precautorio para frenar el ciclo de violencia. 
El Juez deriva quienes van a cumplir las medidas de protección sea la PNP, 
Centro de Mujer, Ministerio de Trabajo en el proyecto que tenga sobre 
empoderamiento de la mujer; bajo apercibimiento para que la media de 
protección sea efectiva. No solo en el hecho que exista por mandato judicial, 
asimismo la imposición de medidas cautelares de manera provisional, busca 
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asegurar las decisiones futuras que pudieran recaer en las pretensiones 
conexas a los actos de violencia; por ejemplo, respecto de la fijación de una 
pensión de alimentos para la víctima o sus hijos, tenencia, suspensión de 
régimen de visitas o patria potestad, acogimiento familiar, entre otras. 
Señala Castillo (2017), esta medida lo realiza la Fiscalía con apoyo de la PNP, 
con la finalidad de proteger a la agraviada, realizando la prohibición al agresor 
de acercarse al domicilio de la agredida, a su centro de trabajo o a su centro 
de estudios, o cualquier otro lugar que este en dominio de la víctima. 
Finalmente, referido al tercer objetivo específico, sobre el proceso de 
asistencia jurídica proporcionada por el Estado, señalan los entrevistados que 
las mujeres víctimas de violencia tienen acceso en todas las jurisdicciones, 
gracias a la implementación de Centro de Emergencia de la Mujer, donde 
reciben un apoyo gratuito de asesoramiento legal por ser un derecho 
fundamental en el marco de nuestra normatividad 
Se garantiza la defensa gratuita por parte del Ministerio Público a la mujer 
víctima de violencia de género, brindándole atención psicosocial, también 
proporciona servicios de atención de emergencia profesionales y gratuitos, de 
manera inmediata, efectiva y rápida de casos de violencia doméstica y sexual 
que llaman al teléfono número 100 o son denunciados por los medios de 
comunicación y requiere atención urgente; para buscar protección de la 
integridad física, emocional y sexual de la persona afectada. 
A pesar del progreso existente para eliminar la violencia contra las mujeres, 
todavía existe limitaciones en cuanto la asistencia jurídica por parte del Estado 
para garantizar la protección y asistencia a las mujeres víctimas de violencia, 
por ejemplo: recursos humanos insuficientes para satisfacer la demanda, 
monitoreo, supervisar las medidas de protección para la inspección. 
De acuerdo con las disposiciones físicas y psicológicas de la ley, hay una falta 
de capacitación especializada específica en cuanto al personal que atiende los 
casos de violencia de género. Asimismo, en la ciudad de Huaraz, no cuenta 
con el alcance de refugios para satisfacer las necesidades de protección de  
las víctimas. Debido a la fatiga emocional y el nerviosismo, la falta de una 




Con respecto al objetivo general, la efectividad de las medidas de protección 
depende de los esfuerzos conjuntos de los operadores de justicia y sanciones 
al agresor, ante el incumplimiento de las medidas de protección; desdé el 
dictamen en mandato judicial por parte del juez, teniendo en cuenta la 
individualización del caso y la razonabilidad; los operadores de justicia 
encargados. No brindan una garantía eficiente por problemas de disposición 
de personal, dificultando el control y registro de los casos de violencia a la 
mujer. 
Segunda: 
Según las respuestas obtenidas de los operadores de justicia, con respecto al 
cumplimiento de las medidas de protección frente a casos de violencia, las 
entidades responsables de prevenir este tipo de casos, garantizan el 
cumplimiento pero situaciones de falta de personal para disponer el monitoreo 
de las víctimas para salvaguardarla de sus agresores, dificulta a la PNP. 
Tercera: 
En relación al objetivo específico sobre la actuación de operadores de justicia 
en casos de violencia a la mujer, buscan prevenir que sucedan nuevos hechos 
de violencia, sin vulnerar derechos de ambas partes sea agraviada o agresor, 
evitando que cometan delitos mayores, al grupo familiar, buscando reconstruir 
la familia en cuanto a violencia hacia la mujer en el ámbito privado del entorno 
familiar a través de la asistencia psicología gratuita al agresor y agraviada ante 
la imposibilidad económica de ambas partes . 
Cuarta: 
En conclusión, referente a tercer objetivo sobre el proceso de asistencia 
jurídica, los entrevistados mencionan que el Estado proporciona defensa 
jurídica gratuita a las víctimas como parte de su derecho fundamental. Sin 
embargo, hay una falta de capacitación especializada específica en cuanto al 




Los operadores judiciales responsables de prevenir la violencia contra las 
mujeres deben brindar la garantía eficiente del cumplimiento de las medidas 
de protección y un estricto control de monitoreo, para que estas sean 
cumplidas en su totalidad. Asimismo monitorear la asistencia psicológica 
gratuita de ambas partes para poder erradicar los casos de violencia. 
Segunda: 
El Estado debe centrarse en la prevención, para lo cual, hace falta que se 
superen brechas de género, que ponga fin de la crianza patriarcal que aún 
conservan muchas familias y la superación de toda forma de discriminación al 
grupo femenino. 
Tercera: 
Se debería gestionar la creación de un albergue en la Ciudad de Huaraz, con 
asesores profesionales especializados para las mujeres víctimas de violencia, 
donde puedan ayudar a empoderar a la mujer y sean libres e independientes, 
rompiendo el ciclo de violencia, generado en el ámbito privado del entorno 
familiar. 
Cuarta: 
Todos los poderes del estado y las instituciones públicas deben cumplir con lo 
establecido en la Ley 30364 pues tiene como finalidad garantizar el derecho  
de igualdad y no discriminación. Asimismo incorporar e innovar con los 
avances tecnológicos como la vigilancia o monitoreo de drones para sanear 
las dificultades que se tiene en cuanto al cumplimiento de las medidas de 
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Anexo. Instrumentó de recolección de datos 
 
GUÍA DE ENTREVISTA 
 
Buenos días señor (a) Juez ( ); Fiscales ( ); Abogados ( ) y Afectivos Policiales ( 
), la entrevista tiene por finalidad recoger su opinión sobre la Eficacia de las 
Medidas de Protección a la Mujer en el Marco de la Ley 30364, que se presenta 
en la ciudad Huaraz, para ello se propone una serie de interrogantes, las cuales 
se le pide que responda con sinceridad para lograr con éxito la investigación: 
 
DATOS DEL ENTREVISTADO: 
 Apellidos y Nombres: 
 Profesión : 
 Experiencia Laboral: 
 
 
1. ¿En qué consisten las medidas de protección frente a la violencia contra la 
mujer? 
2. ¿Qué busca garantizar el Estado a través de las medidas cautelares frente a 




3. ¿Considera usted que el Estado a través de los operadores jurídicos garantizan 








4. ¿Considera usted que las mujeres víctimas de violencia tienen acceso gratuito 
e inmediato de asistencia jurídica para la ejecución de las medidas de protección 
contra la mujer? 
 
5. ¿Qué otras medidas podrían adoptar los operadores de justicia para evitar la 
violencia contra la mujer? 
 
6. ¿Considera usted que el Ministerio Publico cumple dentro de un plazo 
razonable solicitar las medidas de protección ante el Juzgado de Familia frente a 


















Anexo. Cédula para la validación 
 
 




1.1. Título: Eficacia de las Medidas de Protección a la Mujer en el 
Marco de la Ley 30364, Provincia de Huaraz – Ancash. 
 
1.2. Finalidad: Validar todo el contenido de la entrevista referida a la 
Eficacia de las Medidas de Protección a la Mujer en el Marco de la 
Ley 30364. 
 
1.3. Objetivo del instrumento: Recabar información sobre la Eficacia 
de las Medidas de Protección a la Mujer en el Marco de la Ley 
30364. 
1.4. Investigadoras: 
- Nombres y Apellidos: 
- LAZARO ARAINDIA, Lesly Susan 
- SAAVEDRA MILLA, Sheyla Jakelyn 
- Condición: Estudiantes del décimo segundo ciclo de la carrera de 
Derecho, Universidad César Vallejo – Huaraz. 
- Nacionalidad: Peruana 
- Procedencia: Huari y Yungay. 
- Idioma: Español 
1.5.  Instrumento: Entrevista en torno a la Eficacia de las Medidas de 
Protección a la Mujer en el Marco de la Ley 30364. 
 
1.6. Información del experto (Validador): 
- Nombres y Apellidos: 
 
_ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ 
 












- Experiencia laboral actual: 
 
Institución Cargo Tiempo (años) 
   
   
 
 
- Fecha de revisión: _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ 
 
 
II. ASPECTOS DOCTRINALES 
 
Según Núñez y Castillo (2015), de las diversas formas de violencia, la 
violencia física es aquella que se ejerce en contra de la agraviada, la misma 
que se encuentra en un estado vulnerable, asimismo, la agresión física es la 
forma de violencia más utilizada por el agresor y que suele ser ejecutada 
después de actos de amenaza o maltratos psicológicos. 
 
Mirat y Armendáriz (2006) identificaron la violencia de género como: “el 
martirio sufrido por las mujeres debido a sus propias condiciones, ya sean 
físicas, sexuales o espirituales, causará ataques graves, que incluyen muerte, 
lesiones, intimidación, coerción, falta de libertad .Incluyendo el poder de 
 
determinar su privacidad y trato degradante, ya sea en sus actividades 
sociales diarias o privadas”. 
 
Según por Mendoza C., A (2017). Las medidas de protección en violencia 
familiar, violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar, tiene por 
finalidad la defensa de la integridad personal de la presunta víctima. Están 
dirigidas a proteger la pretensión misma, esto es, el cese inmediato del daño 




- Analizar la Eficacia de las Medidas de Protección a la Mujer en el 
Marco de la Ley 30364, Provincia de Huaraz – Ancash 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
- Analizar el cumplimiento de las medidas de protección frente a la 
violencia contra la mujer en la ciudad de Huaraz, Ancash. 
- Analizar la actuación de los Operadores de Justicia para ejecutar las 
medidas de protección frente a la violencia contra la mujer en la ciudad 
de Huaraz, Ancash. 
- Analizar el proceso de asistencia jurídica proporcionada por el Estado, 
para ejecutar las medidas de protección frente a la violencia contra la 
mujer en la ciudad de Huaraz, Ancash. 
 
 
IV. ASPECTOS METODOLÓGICOS 
 
Variables 
Medidas de Protección - Actuación de los 


































































































¿En qué consisten las 
medidas de protección 
frente a la violencia contra 
la mujer? 
         
¿Qué busca garantizar el 
Estado a través de las 
medidas cautelares frente 
a los casos de violencia 
contra la mujer? 
         
¿Considera usted que el 
Estado a través de los 
operadores jurídicos 
garantizan el cumplimiento 
de las medidas de 
protección frente a la 
violencia contra la mujer? 
         
 
¿Considera usted que las 
mujeres víctimas de 
violencia tienen acceso 
gratuito e inmediato de 
asistencia jurídica para la 
ejecución de las medidas 
de protección contra la 
mujer? 
         
¿Qué otras medidas 
podrían adoptar los 
operadores de justicia para 
evitar la violencia contra la 
mujer? 
         
¿Considera usted que el 
Ministerio Publico cumple 
dentro de un plazo 
razonable solicitar las 
medidas de protección 
ante el Juzgado de Familia 
frente a los casos de 
violencia contra la mujer? 




_ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ 
Opinión de Aplicabilidad: 
Aplicable ( )  Aplicable después de corregir ( ) 
No Aplicable (  ) 
Nombres y apellidos del Juez experto validador:  Mg._ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ 
_ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ 
_ _ _ _ _ _ ´_ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ _ 









Firma del Experto 
 
 




















































































Anexo. Ley N° 30364 para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar 
 
“Artículo 22. Objeto y tipos de medidas de protección 
El objeto de las medidas de protección es neutralizar o minimizar los efectos 
nocivos de la violencia ejercida por la persona denunciada, y permitir a la víctima 
el normal desarrollo de sus actividades cotidianas; con la finalidad de asegurar su 
integridad física, psicológica y sexual, o la de su familia, y resguardar sus bienes 
patrimoniales. 
El juzgado las dicta teniendo en cuenta el riesgo de la víctima, la urgencia y 
necesidad de la protección y el peligro en la demora. 
Entre las medidas de protección que pueden dictarse en los procesos por actos 
de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar se encuentran 
las siguientes: 
1. Retiro del agresor del domicilio en el que se encuentre la víctima, así como la 
prohibición del regresar al mismo. La Policía Nacional del Perú puede ingresar a 
dicho domicilio para su ejecución. 
2. Impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma, a 
su domicilio, centro de trabajo, centro de estudios u otros donde aquella realice 
sus actividades cotidianas, a una distancia idónea para garantizar su seguridad e 
integridad. 
3. Prohibición de comunicación con la víctima vía epistolar, telefónica, electrónica; 
asimismo, vía chat, redes sociales, red institucional, intranet u otras redes o 
formas de comunicación. 
4. Prohibición del derecho de tenencia y porte de armas para el agresor, 
debiéndose notificar a la Superintendencia Nacional de Control de Servicios de 
Seguridad, Armas, Municiones y Explosivos de Uso Civil para que proceda a dejar 
sin efecto la licencia de posesión y uso, y para que se incauten las armas que 
están en posesión de personas respecto de las cuales se haya dictado la medida 
de protección. En el caso de integrantes de las Fuerzas Armadas y Policía 
Nacional del Perú en situación de actividad que emplean armas de propiedad del 
 
Estado en el ejercicio de sus funciones, el juzgado oficia a la institución armada o 
policial para los fines de este numeral. 
5. Inventario de bienes. 
6. Asignación económica de emergencia que comprende lo indispensable para 
atender las necesidades básicas de la víctima y sus dependientes. La asignación 
debe ser suficiente e idónea para evitar que se mantenga o coloque a la víctima 
en una situación de riesgo frente a su agresor e ingrese nuevamente a un ciclo de 
violencia. El pago de esta asignación se realiza a través de depósito judicial o 
agencia bancaria para evitar la exposición de la víctima. 
7. Prohibición de disponer, enajenar u otorgar en prenda o hipoteca los bienes 
muebles o inmuebles comunes. 
8. Prohibición a la persona denunciada de retirar del cuidado del grupo familiar a 
los niños, niñas, adolescentes u otras personas en situación de vulnerabilidad. 
9. Tratamiento reeducativo o terapéutico para la persona agresora. 
10. Tratamiento psicológico para la recuperación emocional de la víctima. 
11. Albergue de la víctima en un establecimiento en el que se garantice su 
seguridad, previa coordinación con la institución a cargo de este. 
12. Cualquier otra medida de protección requerida para la protección de la 
integridad y la vida de la víctima o sus familiares.” 
“Artículo 23. Vigencia y validez de las medidas de protección y cautelares 
Las medidas de protección y cautelares dictadas por el juzgado de familia se 
mantienen vigentes en tanto persistan las condiciones de riesgo de la víctima, con 
prescindencia de la resolución que pone fin a la investigación, o al proceso penal 
o de faltas. 
Estas medidas pueden ser sustituidas, ampliadas o dejadas sin efecto por el 
juzgado de familia cuando, de los informes periódicos que remitan las entidades 
encargadas de su ejecución, advierta la variación de la situación de riesgo de la 
víctima, o a solicitud de esta última. En tales casos, el juzgado de familia cita a las 
partes a la audiencia respectiva. 
El juzgado de familia también puede sustituir, ampliar o dejar sin efecto las 
medidas cuando toma conocimiento de la sentencia o disposición de archivo de la 
investigación, o proceso penal o de faltas que originó las medidas de protección, 
para lo cual cita a las partes a la audiencia respectiva. 
 
El juzgado de familia, inmediatamente y por cualquier medio, comunica su 
decisión de sustituir, ampliar o dejar sin efecto las medidas a las entidades 
encargadas de su ejecución. 
Las medidas de protección y cautelares tienen validez a nivel nacional y se puede 
solicitar su cumplimiento ante cualquier dependencia policial.” 
 
Anexo. Constitución Política del Perú 
Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho: 
1. A la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre 
desarrollo y bienestar. El concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le 
favorece. 
2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, 
raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra 
índole. 
3. A la libertad de conciencia y de religión, en forma individual o asociada. No hay 
persecución por razón de ideas o creencias. No hay delito de opinión. El ejercicio 
público de todas las confesiones es libre, siempre que no ofenda la moral ni altere 
el orden público. 
4. A las libertades de información, opinión, expresión y difusión del pensamiento 
mediante la palabra oral o escrita o la imagen, por cualquier medio de 
comunicación social, sin previa autorización ni censura ni impedimento algunos, 
bajo las responsabilidades de ley. Los delitos cometidos por medio del libro, la 
prensa y demás medios de comunicación social se tipifican en el Código Penal y 
se juzgan en el fuero común. Es delito toda acción que suspende o clausura algún 
órgano de expresión o le impide circular libremente. Los derechos de informar y 
opinar comprenden los de fundar medios de comunicación. 
5. A solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de 
cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido. 
Se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad personal y las que 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
El secreto bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del juez, del 
Fiscal de la Nación, o de una comisión investigadora del Congreso con arreglo a 
ley y siempre que se refieran al caso investigado. 
6. A que los servicios informáticos, computarizados o no, públicos o privados, no 
suministren informaciones que afecten la intimidad personal y familiar. 
7. Al honor y a la buena reputación, a la intimidad personal y familiar así como a la 
voz y a la imagen propias. Toda persona afectada por afirmaciones inexactas o 
agraviadas en cualquier medio de comunicación social tiene derecho a que éste 
 
se rectifique en forma gratuita, inmediata y proporcional, sin perjuicio de las 
responsabilidades de ley. 
8. A la libertad de creación intelectual, artística, técnica y científica, así como a la 
propiedad sobre dichas creaciones y a su producto. El Estado propicia el acceso a 
la cultura y fomenta su desarrollo y difusión. 
9. A la inviolabilidad del domicilio. Nadie puede ingresar en él ni efectuar 
investigaciones o registros sin autorización de la persona que lo habita o sin 
mandato judicial, salvo flagrante delito o muy grave peligro de su perpetración. 
Las excepciones por motivos de sanidad o de grave riesgo son reguladas por la 
ley. 
10. Al secreto y a la inviolabilidad de sus comunicaciones y documentos privados. 
Las comunicaciones, telecomunicaciones o sus instrumentos sólo pueden ser 
abiertos, incautados, interceptados o intervenidos por mandamiento motivado del 
juez, con las garantías previstas en la ley. Se guarda secreto de los asuntos 
ajenos al hecho que motiva su examen. Los documentos privados obtenidos con 
violación de este precepto no tienen efecto legal. Los libros, comprobantes y 
documentos contables y administrativos están sujetos a inspección o fiscalización 
de la autoridad competente, de conformidad con la ley. Las acciones que al 
respecto se tomen no pueden incluir su sustracción o incautación, salvo por orden 
judicial. 
11. A elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de 
él y entrar en él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial 
o por aplicación de la ley de extranjería. 
12. A reunirse pacíficamente sin armas. Las reuniones en locales privados o 
abiertos al público no requieren aviso previo. Las que se convocan en plazas y 
vías públicas exigen anuncio anticipado a la autoridad, la que puede prohibirlas 
solamente por motivos probados de seguridad o de sanidad públicas. 
13. A asociarse y a constituir fundaciones y diversas formas de organización 
jurídica sin fines de lucro, sin autorización previa y con arreglo a ley. No pueden 
ser disueltas por resolución administrativa. 
14. A contratar con fines lícitos, siempre que no se contravengan leyes de orden 
público. 
15. A trabajar libremente, con sujeción a ley. 
 
16. A la propiedad y a la herencia. 
17. A participar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, 
social y cultural de la Nación. Los ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos 
de elección, de remoción o revocación de autoridades, de iniciativa legislativa y de 
referéndum. 
18. A mantener reserva sobre sus convicciones políticas, filosóficas, religiosas o 
de cualquiera otra índole, así como a guardar el secreto profesional. 
19. A su identidad étnica y cultural. El Estado reconoce y protege la pluralidad 
étnica y cultural de la Nación. Todo peruano tiene derecho a usar su propio idioma 
ante cualquier autoridad mediante un intérprete. Los extranjeros tienen este 
mismo derecho cuando son citados por cualquier autoridad. 
20. A formular peticiones, individual o colectivamente, por escrito ante la 
autoridad competente, la que está obligada a dar al interesado una respuesta 
también por escrito dentro del plazo legal, bajo responsabilidad. Los miembros de 
las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional sólo pueden ejercer individualmente 
el derecho de petición. 
21. A su nacionalidad. Nadie puede ser despojado de ella. Tampoco puede ser 
privado del derecho de obtener o de renovar su pasaporte dentro o fuera del 
territorio de la República. 22. A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre 
y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al 
desarrollo de su vida. 
23. A la legítima defensa. 
24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: 
a. Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer lo 
que ella no prohíbe. 
b. No se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los 
casos previstos por la ley. Están prohibidas la esclavitud, la servidumbre y la trata 
de seres humanos en cualquiera de sus formas. 
c. No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por 
incumplimiento de deberes alimentarios. 
d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de 
cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e 
inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley. 
 
e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado 
judicialmente su responsabilidad. 
f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez o 
por las autoridades policiales en caso de flagrante delito. El detenido debe ser 
puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas 
o en el término de la distancia. Estos plazos no se aplican a los casos de 
terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las autoridades 
policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados por 
un término no mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio 
Público y al juez, quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho término. 
g. Nadie puede ser incomunicado sino en caso indispensable para el 
esclarecimiento de un delito, y en la forma y por el tiempo previstos por la ley. La 
autoridad está obligada bajo responsabilidad a señalar, sin dilación y por escrito, 
el lugar donde se halla la persona detenida. 
h. Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a 
tortura o a tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato 
el examen médico de la persona agraviada o de aquélla imposibilitada de recurrir 
por sí misma a la autoridad. Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la 
violencia. Quien la emplea incurre en responsabilidad. 
